
AI'GNDICE SEGUNDO 

INSTRUCCIONES ESPECIALES DADAS 

A LOS FISCAI,ES DE LAS AUDIENCIAS 



He recibido la comonicación de V. 1. en la que dcntro de los tér- 
minos comedidos que le son propios protesta contra la conducta se- 
guida por el Juzgado de primera instancia del distrito del Congrec 
de esta corte al mandar que con~parcciesen para declarar como pc- 

dZ2Yx¿s% f ábric~----- 
-- 
i- 1 - E e n  causa que se inctruye por Ia1siR;ación de sellos, @S-~ralsa 

S imaT:I q x a  Real orden de 2.1 dc Octubre de 1910, propor I, 
ciona a los grabadores que prestan sus servicios en la FAhrica de lo 
XIoneda y Timbre, excusa legítima para la no concurrencia a estríi 
dos, y FundSndose en esto, primero lo expuso así al Juzgado jr luego 
formula, antc csta Fiscalía, la protesta a que me vengo refiriendo 

Parte V. 1 para todo ello de una equivocada interpretaci6n dela 
Real orden de que se viene hablando, porque en ella no se limita cl 
derecho que los Jueces tienen de pedir a todo el que posea con titulo 
o sin él conocimientos especiales, coiicurso de su saber para la rccta 
administración de justicia, y de pcdirselo en la £orina que a cllo lc 
autoriza la ley de Enjuiciamiento criminal, sin que los preceptos de 
la ley hayan sido ni hayan podido ser liinitados por ninguna Re~il  
orden. Lo único que hace la que V. 1. cita cs prcvenir a esta Fisca- 
lía que diese instrucciones a sus snbordinadoc para. que tuviesen en 
cuenta que los qrabadores y encayadores de la Fábrica Nacional de 
la hIoneda y Timbre, cuando emiten dictnmenes periciales sobre el 
cuño v calidad de la moneda. merecen absoluta fe y crédito en curin- 
to sobre ambos extremo, consignen en las certiíicacioncs que expi- 
dan y que en las referidas causas las inonedas objeto clcl pi-ocedi- 
miento deben remitirse a la fábrica nacional, si11 que ni eil el perío 
do de instrucción nieil cl juicio deb~in ser citados aquellos funciona- 
rios para acudir ante los Tribunales n informar de nuevo, 



Se dirige, pues, la Real orden al Alinisterio fiscal y no a las Au- 
toridades judiciales, y a aquél y no a éstas les traza una linea de 
conducta. 

Si la citación que da lugar a la queja de V. I., hubiera tenido por 
fundamento una petición fiscal, estaría justificada la queja y el hecho 
hubiera puesto de manifiesto que lo mandado en la Real orden de 29 
de Octubre había caído en olvido; pero procediendo como parece 
(pues se trata de un sumario) de iniciativa del Juez de insaucción, 
nada tiene que ver la Rcal orden citada que dejó a salvo, como no 
podfa menos, las atribuciones que la ley de Enjuiciamiento criminal 
concede a los Jueces. 

Por esta razún no me es posible tomar acuerdo alguno en vista de 
la comunicación de V. I., dictada sin duda alguna por el plaiisible 
celo que manifiesta V. 1. por el buen fiincionamiento de la fLbrica a 
cuyo frente se encuentra. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 

Madrid, !27 de Septiembre de 1916. 

Ilmo. Sr. Administrador de la Fábrica Nacional de la Moneda y 
Timbre. 

Reprodiizco la contestación que a su debido tiempo se di6 a su 
consulta de 26 de F ~ b r e r o  del corriente año, relativa al perdón 
otorgado a ....., acusado de delito frustrado de =de= t 
hijas ..... y .. ... 
70 es posible por la menor edad de éstas que deje de poder otor- 
qarse cuando así convenga etperdón que el C6di-al-a, 1 
y como la manera de suplir la capacidad cle las menores sometidas 
a patria, potestad, cuando tienen intereses contrarios a los de su pa- 
dre. es fiombrarles un defensor j u e r a g l o  al  art 165 del 3 
Código -proceder en la f ' o r t ñ ñ u F ~ ~ F h o  . 
articulo establece. 

Atengase V. S., pues, a ello p promueva que se provea de defen- 
sa judicial a las menores de quienes se trata para que pueda, si asf 
lo estima el defensor judicial, otorgarse el perdón. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid, 30 de Noviembre de 1916. 

Sr. Ficcal de la Audiencia de Alicante. 



Con fecha de ayer se ha recibido la comunicación de V. S., fecha 
27 del pasado Noviembre, con la que remite otra del Fiscal munici- 
pal de ..... de 1s del mismo mes y año con el testimonio y copia de la 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juez de instrucción de 
aquel partido sobre juicio de faltas procedentes del Juzgado munici- 
pal de ....., seguido contra ..... y otros, por infracción de !a ley de 
pesca a los efectos del recurso de casación preparado por dicho 
Fiscal municipal, del cual he desistido. 

En su vista he acordado interesar de V. S. que en lo sucesivo 
ciiide de remitir con la inayor urgencia la certilicación y copia sim- 
ple de la  sentencia contra la que se haya preparado recurso de cn - L-J 

ción a fin de que sea recibida en este Centro con el mayor tienipo 1.% posi le para estudiarlo y poder acordar lo procedente, pues el recur- 
so a que se hace referencia se ha recibido con sólo veinticuatro ho- 
ras de antelación al  término del emplazamiento, obligando a hacer 
su estudio de un modo tan apremiante, que hubo necesidad de dejar 
en segundo término otros asuntos. 

En cuanto a la forma de prepzración del mencionado recurso y 
de la remisiCn de los documentos con él relacionados, el Fiscal mu- 
nicipal de ..... lo ha hecho por el conducto debido, o sea, por media- 
ción de V. S., que es quien debe remitirlos una vez recibidos a esta 
Fiscalía, según preceptúan, entre otras, la Circular de esta Fiscalía 
de U de Junio de 1911, cuyos preceptos deberá tener presentes esa 
Fiscalía, y cuidar de que sean cumplidos por los funcionarios fisca- 
les que le son subordinados. 

Y, últimamente, se servirá V. S. promover el oportuno expedien- 
te de corrección disciplinaria al Juez instructor de Molina de Aragón 
por el considerable retraso en la substanciaci6n de este recurzo. 

Dios guarde a V. S., muchos años. 

Madrid, 2 de Diciembre de 1916. 

A1 Sr. Fiscal de la Audiencia de Guadalajara. 

He estudiado la consulta que me dirige V. S.-referente a la res- 
ponsabilidad de los hermanos ..... en el delito que integra el hecho 
de que se hiciesen renovar a nombre de aquélla documentos de cré- 
dito a nombre de su marido difunto, y que ella ocultó y negó que 
existiesen. 

Conforme con V. S. en que la viuda goza de la exención del caso GpZ \Z,L, t e  

segundo del art. 580, pero siendo los actos realizados por ....., según / v  
copio de la comunicación de V. S., que requerido por su hermana 

e 



para que llevando al pucblo de .. .. 1:is obli,rracione\ rcnoradas Ila- 
inace n los deudoi es, les Iiicicrn s:ihcr qne .. . ern úilicn Iiercldera dc 
su niariclo y les convenciese de que, tratándose de acto licito, y dé 
que a nadie perjudicaba, debían iirmar los nuevos clorumentos roin 
picndo seguidamente de firmados estos los antiguos extendidos a 
favor del difunto ... .,todo lo cual realiza el .. .., es i~otorio que coad- 
yuró n la ejecución del delito por actos simult;íneos a su comisión 
que lo constituyen, no en encubridor que supone una intervención 
posterior al delito, sino cuando menos en cí~mplicc. 

Debc Il;im¿ir la atención de 1'. S. sobre la clifcultad que, cn mi 
sentir, ofrece apreciar la cuantía clel clelito, pues piidieran ser ganan- 
ciales los bienes sobre los cuales recayó el clclito, y en ese caso In 
responsabilidad penal seria sólo por la mitad del importe que I-epre- 
sentascn los créditos que se ocultaron y . .. cleberií. responder tan 
s61o de la mitad del importe de los créditos en cuya ocultaci6n inter. 
vino. 

Sírvase V. S. acusarinc recibo de esta coinunicación y atriicrse 
a las instrucciones en ellas contciiiclas. 

Dios guai-dc a V. S. iiluchos ailos. 

Rladrid, h de Diciembre cle IQlh. 

Sr. Fiscal de la Audiencia deSnlninanca. 

::: * $8 

He recibido la concultn dc V. S. y con raz611 le preocupa la r e  
petición, con la que con perjuicio de la Administración de Justicia, 
sc suspenden los juicios orales por enfermedad de los Letrados ' 
c1elenso1-es, y la prlctica enseña, sin reierirnle ahora a1 caso a 
quc V. S. se refiere, que estas eniermrdades son a menudo supues- 
tiis y que se alegan solo para obtener inde6idas dilaciones en la 
marcha de los procesos. 

Cuando ocurren casos de rsta naturaleza y hay motivo a sospe- 
char que las enfermedades alerjadas no sean verdaderas, lo que 
puede hacerse es nombrar a la parte que pide la suspensión, un 
Abogado de oficio para que en caso necesario se encargue de su de- 
fensa. Esto se hizo en Bilbao hace algiin tiempo y di6 lugar a recla- 
maciones y a que despues de intormar la Cala de Gobierno de este 
Supremo, se  dictase la Real orden de carácter general de l4de Enero 
de 1915, que V. S. podrá consultar, en la que se previno a los Deca- 
nos de los Colegios de Abogados que hicieran cstos nombramientos 
de Abogados delensores, siempre que para ello fuesen requeridos 
por los Tribunales. 



Esta Real ordenda la solución al caso que V. S consolta, sin que 
sea necesario que se prescinda de  un:i parte acusadora, cuyo dere- 
cho a intervenir en el juicio debe ser respetado. 

Dios guarde a 1'. S inci:lios nfi8,s. 

hlndrid, 6 de Diciembre de 1916. 

Sr. Fiscal de la Aulicncis de Lebil. 

En contcstación al atento oficio de 1'. S. de 2 del ~ n e s  corrirnte, 
en el que expone las dudas que sc le ofrecen para clic@minar, llega- 
do el caso, acerca de la procedencia o iinfiroceden4:t de la aplica- 
ción de 1s ley de Amnistía de 33 de Diciembre &timo, a la causa se- 
guida a consecuencia de los sucesos ocurridos eii esa capital el día 1.5 
de Diciembre de 1915, Iioy pendiente de la celebración del juicio oral 
en esa Audiencia, hechos ya calilicaclos provisionalmente por el Mi- 
nisterio fiscal como constitutivos de los delitos de desacato, desor- 
den público y atentado con~~rendidds respectivamente en los artícu- 
los 266,271 y del Códiqo penal/dnda la circunstancia de haberlo .. 
sido después por la reprecentación de la acción popular coino un solo - 
delito de sedición previsto en el 250, núm. 2 O, del inismo Código, y 
como tal comprendido'en el art 3 O de laley citada, esta Fiscalía es- 
tima deber manifestarle q u e  siendo absolutamente intangible para ; 
todos los erectos hasta el momento de sostenerla o ino3ificai-la en el 2 ' 
acto del juicio al hacerla definitiva dicha calificación fiscal. a ella es m 

a la que deber5 atei13se en el ctrco aludido para interesar ;il Tribu. 
nal lo que 5 su entenc&rproceda, prescindiendo de la citada repre- 
sentacioi~ de la acción,po~ular,.que nada prejazga; con tanto mayor 
motivb cuanto que, de prevalecer esta ultima en su día, ningtín obs- 

P táculo se-opondría ent6nces a l a  aplicación de la ley mencionada, en 
la actualidad impos%filitada legqlmcnte por la disparidad de crite- 
rios entre las partes acusadoras, lo que se tendrR seguramente en 
cuenta,'en caso contrario siempre quedaría expedito el camino de 1;i 

) casación, cuyo recurso-,debería V. S. preparar contra la resoluci6n 
recaída 2 

Del recibo dc la presente, se servirR V. S. dai- c o ~ i o c i i ~ ~ i e ~ ~ t o  :I 

esta Fiscalía 
Dios guarde n V. S muchoc años. 

Madrid, 10 de Enero de 1917. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de Parnplona. 



Enterado de cuanto maniliesta V. S. en su comunicación, fecha 27 
del actual, interesando se le autorice para delcgar en los Fiscales de 
las Audiencias del territorio de la de V. S., cuandcpor precepto de 
ley tenga que conocer de asuntos civiles el Ministerio fiscal, sobre la 
base o en el supuesto de que no reúnan la cualidad de Letrados los 
Fiscales Rlunicipales y de que no hubiere Abogados que ejerzan o 
puedan ejercer esa delegación, he de participar a V. S. que puede 
desde luego hacer uso de la autorización que solicita. limitando no 
obstante ésta a los casos en que lo aconsejenla verdadera necesidad 
y conveniencia del caso de que se trate. 

Dios guarde a V. S. muchos atios. . 

Madrid, 31 de Enero de 1917. 

Al Sr. Fiscal de la Audiencia de Burgos. 

Se ha recibido en esta Fiscalía su comunicación de 21 del mes que 
fina, en que expone las dudas que se le ofrecen sobre la interpreta- 
ción del art. 83 de la ley Electoral vigente para la aplicación de la 
de Amnistia de 23 de Diciembre último. cuando. como ocurre con 
algunas ejecutorias que existen en esa ~údiencia ;  las penas impues- 
tas son las conjuntas de arresto mayor e inhabilitación especial tem- 
poral, ambas en el concepto de principales, siendo como son también 
personales las dos, y necesariamente de diferente duración, lo que 
hace imposible la fijación exacta de su mitad, a los efectos de la apli- 
cación de la gracia concedida por la citada ley, dificultad que sugie- 
r e  a V. S. dos criterios que consulta, siendo uno de ellos, el de esti- 
mar que debe entenderse como pena principal en tales casos, puesto 
que se trata de dos igualmente personales, la que lleva consigo la 
privación de libertad, y aplicar la ley de Amnistia tan luego coino 
se haya cumplido la mitad de esta pena; y el otro, el d? esperar el 
cumplimiento de la mitad de la de inhabilitación para aplicarla, con 
lo que resultaría haberse cumplido toda la de privacióil de libertad, 
y, por consiguiente, mas de lo que el art. 83 de la ley Electoral exige 
y de lo que la de Amnistia hace tarnbiEn necesario. A estos dos cri- 
terios agrega V. S. un tercero, consistente en aplicar la última de 
dichas leyes separadamente a las dos penas, lo que ofrece el incon- 
veniente de que subsistiría parte de la pena después de aplicada la 
gracia. 

Conforme esta Fiscalía en un todo con cuanto respecto de estas 
dos últimas soluciones expone V. S. en su comunicación, por creer 
que en uno y otro caso quedaría incumplida la ley de 2.3 de Diciein- 



bre último, cuyo espíritu necesariamente debe ser opuesto más qae 
en otra alguna a una interpretación restrictiva, en cuya virtud pu- 
diera resultar perjudicado el penado a quien se  declara compren- 
dido en el benefici~ que establece de una partc, y de otra, por la 
imposibilidad de hacer aplicación en dos tiempos de la expresada 
ley, con lo que se llegaría al  absurdo de dejar subsistente la pena, 
como V. S. acertadamente objeta, despnés de declarar comprendido 
el delito en una disposición legal, curo efecto jurídico es el de bo- 
rrarle cual sino hubiera existido, entiende que no queda otro crite- 
rio a seguir, en los casos a que hace refereiicia, que el de estimar 
bastante al efecto de tener por cuinplido el art. 63, tantas veces ci 
tado de la ley Electoral, para aplicar la de Amnistia de que se viene 
hablando, que se haga cumplido la mitad del tiemqo que comprende 
la pena de privación de libertad impuesta, no ya porque se conci- 
dere principal en relación con la de inhabilitación, puesto que ésta 
lo es también como conjunta, sino porque corriéndose el riesgo de 
que el condenado cumpla la :totalidad de aquélla, de seguirse otro 
criterio, contra el evidente espíritu de la ley que ha de aplicarse, 
debe estarse a lo más favorable para el reo a fin de evitar dicho pe- 
ligro, conforme a tal principio de derecho, que si en general debe 
tenerse en cuenta en caso de duda, con más motivo cuando, como 
en el que motiva su consulta, se trata de una ley de Amnistía, cuyo 
alcance va nijs alld de la remisión de la pena, llegando, como se ha 
dicho antes, hasta el olvido del delito, por cuya razón sus precep 
tos no pueden menos de ser interpretados con el criterio de ampli 
tud y generosidad que informa el espíritu de todas las de su clase. 

En cuanto al hecho de no haberse recibido en esa Audiencia los 
datos referentes a las costac causadas ante este Tribunal Supremo, 
entiende esta Fiscalía, que no puedc ser obstác~ilo a la aplicación de 
los beneficios de la ley de Amnistía, tan repetidamente citada, si se 
han satisfecho las demás en que fué condenado el reo y esté suíi- 
cientemente solvente y consigna una cantidad prudencialmente bas- 
tante a responder del importe de aquéllas, por no ser imputable al  
penado de que se trata, el retraso en el abono de la cantidad corres- 
pondiente 5 dichas costas. 

Dios guarde a V. S muchos años. 

Madrid, 31 de Marzo de 1917. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de Pamplona. 

He recibido la comunicación de V. S. referente a la reclusión 
en ur, Manicomio del Presbítero D. . ... . 

v 



- 20 

Nada he de decir de la competencia del Juzgado de Pravia; pues 
no habiéndose planteado esta cuestión por nadie, como el Repre- 
sentante del klinisterio fiscal debió hacerlo con arreglo a lo dispues- 
to en la Circular de esta Fiscalía dc 10 dc Junio de 1912, es lo cierlo 
que hubo sumisióna aquel Juez, y que en materia civil, es compe- 
tente el Juez a quien se someten las partes. 

De ninguna manera debe V. S. solicitar autorización del Con- 
sejo de familia para promover el juicio ordinario a que hace rela- 
ción el art. 219 del Código civil; pues esa autorización la ha de 
obtener tan sólo el Defensor del incapaz, cargo que no puede recaer 
en el Fiscal, a quien únicamente incumbe la representacibn y de- 
fensa de los menores e incapacitados cuando carecen de represen- 
tación, pero no cuando la tienen, en cuyo caso, con arreglo a la  
Circular de esta Fiscalía de S de Alayo de IS89, no les compete ni aun 
llenar las omisiones o faltas en que puedan incurrir lns entidades 
complementarias de la capacidad. 

El art. S19 del Código civil dispone que contra el auto en que 
se ponga término al expediente de capacidad, pueden los interesa- 
dos deducir demanda eii j~iicio ordiilario , y estimo que entre estos 
interesados está el propio incapaz, que si en el juicio sumarísiino 
puede (y  esto nadie lo d~ida) ser oido y deieiiderse, no pierde este 
derecho cuando dictado cl auto concede la ley contra él un recurso. 

Así el declarado incapaz en juicio suinarisimo lo es para iodo lo 
que la incapacidad comprende, pero tiene personalidad para dcfen- 
der su propia capacidad sin necesitar para ello Defensor judicial. 

Cuando es éste el qur recurre contra el auto, es cuando necesita 
la autorización del Coiisejo de lemilin. 

Ha llamado mi atención que el auto del Juzgado declara tan s610 
incapaz a D ... . pnra regir su persona y bienes, pero nada dicc de 
su~reclusión; por lo tanto, no p~iede procederse a la reclusión deíi - 
nitiva, ni aun con acuerdo del Consejo de lamilia; pucs para que 
ésta proceda, se necesita con arreglo al  art. 7.O del Real decreto 
de 19 de Marzo de 18% un expediente en el que se justifique no sólo 
la enfermedad, que es a la única a que se refiere la información 
practicada. sino la necesidad o la conveniencia de la t eclusióii. 

En resumen: V. S. no est5 en el caso de interponer por s í ,  pues 
no le compete demanda alguna sobre revocación del auto en que se 
declaró la incapacidaa sin perjuicio de su intervención en el que cl 
interesado pueda proinover, y no es procedente la reclusión defini- 
tiva del incapaz de quien se trata, razón por la cual incurriría en 
responsabilidad el Director del Manicomio que lo admitiese en este 
concepto. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid, 9 de Abril de 1917. 

Sr. Fiscal de !a Audiencia de Oviedo. 





LEY DE EItJUICIAMlENTO CIVIL 

Al  evacuar por escrito el tramite de concliisión o al concurrir a 
la conlparecensia en el pleito civil, se ha sostenido por algún liti- 
gante la falsedad de un docuinento traído a litigio por el contrario, 
pidiendo con invocación dcl art. 362 de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil la suspensión del pleito, previa la audiencia del Ministerio fiscal, 
y el Juez, apreciando que por razón de tal alegación de falsedad se 
estaba en el caso de tener que f~indar exclusivamente la sentencia 
en el supuesto de la existencia de un delito, ha acordado oir al Mi- 
nisterio fiscal, y éste, estimando procedeule la resolución del Juez y 
la aplicación del art. 363, ha dictaminado en el sentido de que pro- 
cedía la formación de causa y que se suspendiese el fallo del pleito. 
¿Son procedentes dicha resoluci6n y dictamen, o por el contrario, a 
tenor de lo clispuesto en el art. 514 de la misma ley, debi6 desesti- 
mar el Juez la pretensión de la parte, hasta tanto que ésta entablase 
la acción criminal er, forma de querella y acreditase en los autos 
que había sido admitida? 

Corresponde la negativa, dado que tienen distinto alcance uno y 
otro articulo El art. 362, fiiculta al  Juez o Tribunal para tomar el 
acuerdo combatido cuando hubieren de fundar exclusivamente la 
sentencia en el supuesto de la existencia de un delito, siendo indife. 
rente que este convencimiento nazca de la alegacióil de una de las 
partes, si el Juez o Tribunal estima que se halla en el caso de este 
artículo En cambio, el art. 514, se refiere al derecho que tienen las 
partes a que SP suspenda el pleito en el estado en que se halle, cual- 
quiera que sea la opinión del Juez o Tribunal que conozca del mis. 
mo, si sosteniendo la falsedad de un documento, que p~ieda ser de 



influencia notoria en el pleito, entablare la acción criminal y acre- 
dite haber sido admitida la querella. 

El temor de que el litigante disponga a su arbitrio de la facultad 
de obtener la suspensión del fallo, como se  alega, qneda desrane. 
cid0 compl.etamegte por la facultad que el mencionado art. 362 da al 
Juez o Tribunal para apreciar o no si procede la suspensión del jui. 
cio o la formación de causa. 



INTEKT'ENCI~N D E L  MINISTERIO FISCAL E N  LAS 

APELACIONES INTERPUESTAS POR L O S  PADRE?, 

: : : E N  PLEITOS CON HIJOS SUYOS MENORES : : : 

El padre de una menor de edad apeló de un juicio declarativo de 
mayor cuantía, en el que no habla sido parte cl Ministerio fiscal, 
promovido por aquél contra su hija mcnor de edad, solicitando se 
dictara sentencia dejando sin efecto cl auto acordado en autos d e  
jurisdicción voluntaria nombrándole defensor y acordando su depó 
sito; cuyas pretensiones desestimó el Juzgado. Al sustanciarse la 
apelación. entendió la Sala que debía ser parte el Ministerio fiscal, 
a lo que se opuso éste, por estimar que estando riombrado el defen- 
sor judicial, como establece el art. 163 del Código civil, y no siendo 
aplicables los números 5." y 6." del art. 638 de la ley orgánica, por 
que no se trataba del estado civil de una persona, ni de esperar el 
nombramiento de tutor, no estaba indicada la acción protectora del 
Ministerio fiscal. 

Compartimos este criterio sustentado y aprobamos la decisión 
adoptada por el Fiscal cn este caso. 



LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 

Suspendido un juicio y pendiente del nuevo señalamiento, soli- 
cita la acusación que s e  suspenda la  vista y se  acuerde la  práctica 
de  la sumaria información suplementaria, con arreglo a l  núm. 6.O 
del art. 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal, manifestando tener 
conocimiento del verdadero autor del delito, cuyo nombre indica, 
así  como los testigos conocedores del hecho. ¿Procede acordar, desde 
luego, acceder a lo solicitado en este estado del procedimiento, o es  
preciso esperar a que empiecen las sesionrs del juicio? 

E1 Fiscal evacuó el traslado que se  l e  confirió, de conformidad 
con la petición, y así lo acordó la Sala. Así procede, en efecto, por. 
que, como determina el núm 6.'dcl art. 546, se  hallala causa en pe- 
ríodo de juicio, el cual empieza desde el momento en que se abrió el 
juicio oral. 



CÓDIGO PENAL 

Instruido un sumario por hurto y resultando de las diligencias 
que lo sustraído no excede de la cantidad de 10 pesetas, cuando el 
autor es desconocido, j r  por lo tanto, se  ignore si éste es o no reinci. 
dente, (procede continuar el procedimiento hasta dictar auto de 
conclusión del sumario y acordar en su día el sobreseimiento 1.O del 
artículo 614 de la ley de Enjuiciamiento criminal, o, por el contrario, 
comprobada la cuantía, debe el Juez que conozca del mismo dictar 
auto de inhibición, por constituir el hecho falta? 

Lo procedente es acordar la inhibición a favor del Juzgado mu. 
nicipal, ya que el hecho por su cuantía es falta y compete a este su 
conocimiento, sin que se  le pueda sustraer ante el temor de que sea 
reincidente el autor, porque si esto ocurre, una vez comprobado, el 
Juez municipal se apartará del conocimiento del hecho y lo pasará 
al Juez de instrucci6n. Por lo tanto, los Fiscales de las Audiencias 
deben en todos los casos que se presenten, evacuar el trámite de 
instrucción solicitando la revocación del auto de terminación del su- 
mario, para que, devuelto al instructor, dicte éste el correspondiente 
de inhibición. 



LEY DEL JURADO 

Dada la frecuencia de los casos en que el Jurado declara la cul- 
pabilidad del procesado y afirma circunstancias de exención que 
realmente constituyenla inculpabilidad, icabe con arreglo al art. 112 
de la ley del Jurado, cuando, no obstante la contestación afirmativa 
del Jurado a la pregunta de culpabilidad del veredicto, se aprecian 
en el mismo, con error grave y maniiiesto, circunstancias eximentes 
de la responsabilidad que determina la impunidad del delito, la revi- 
si6n del juicio ante un nuevo Jurado? 

La razón en que se basa el Fiscal que eleva esta consulta y el 
celo y acierto que demuestra en el estudio que ha hecho sobre este 
punto, corroboran la contestación afirmativa que esta Fiscalía ha 
dado en cuanvas ocasiones se le ha preguntado sobre este parti- 
cular. . 

Otro caso que tambien apunta la consiilta es el de si se contesta 
en el veredicto negativamente 1;i pregunta hecha con relación al  de- 
lito calificado por el Fiscal y afirmativamente la de culpabilidad pro- 
puesta por la defensa como una nueva figura del delilo, icabe el re- 
curso de la revisi6n respecto al delito caliiicado por el Fiscal? 

Para que proceda la revisión de la causa ante un nuevo Jurado, 
cuando esto suceda, es preciso que concurra alguno de los casos que 
enumera el art. 112, y como el de que se trata no está compi-endido 
en dicho prcceplo legal, no cabe la revisión que se consulta. 


